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Reiteramos que no será el camino de la destem- 
planza, de que tanto gusta la parte contraria, el que 
sigamos en nuestras alegaciones ante los tribunales. 
Si a estos no se les respeta al hacérseles conducto 
de desahogos, nosotros habremos de respetarlos, por 
convicción y por antecedentes; y también porque la 
intemperancia del lenguaje, que jamás acusa virili- 
dad, demuestra que a gritos se quieren ocultar la im- 
probidad y la sinrazón. 

Ya hemos comprobado en nuestro primer folleto, 
y lo confirmamos en éste, que la Penn Mex Fuel 
Company ha sido despojada de sus bienes por medio 
de maniobras judiciales, habilísimas en su prepara- 
ción y dócilmente ejecutadas, —por qué no decirlo, — 
por un Juez de Distrito, el de Túxpam, que andando 
el tiempo, y no mucho, había de encontrarse envuel- 
to en un reciente escandaloso suceso en Guadalajara. 
Por ahora nos limitamos a marcar aquel suceso que, 
cualesquiera que sean su extensión y consecuencias, 
ha merecido el severo reproche de la Suprema Corte, 
destituyendo al referido Juez. 

Pero ese suceso imprevisto, y meramente aislado 
para la generalidad del público, tiene en este nego- 
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cio honda significación, pues aclara lo que de otra 
manera hubiese permanecido inexplicable, o, al me- 
nos, sujeto a inferencias temerarias. Ahora sí ya 
podrán explicarse,—porque las actividades externas 
de los hombres revelan el misterio de sus móviles, 
—todas las complacencias, entre ellas su notoria in4 
competencia jurisdiccional, del ex- Juez de Distrito en 
Túxpam: la admisión de un gestor sin personalidad 
y de una documentación trunca e insuficiente para 
comprobar el derecho de gestionar la providencia 
precautoria; la aceptación de testigos falsos y de un 
supuesto embargo anterior que no comprobaron la 
necesidad de la medida; el secuestro de valiosos bie- 
nes sin mediar el otorgamiento de una fianza; la 
aceptación, para garantizar otros bienes también se- 
cuestrados, de una fianza irrisoria otorgada por per- 
sona que no tenía capacidad legal para otorgarla. 
ni bienes suficientes para ser fiadora; la sanción del 
atropello de su Secretario al embargar a la Compa- 
nía misma y al prohibir las naturales funciones ad- 
ministrativas de sus Directores; la ampliación del 
embargo a bienes no comprendidos en el secuestro, 
y tanta otra extralimitación que convirtió en des- 
pojo lo que la ley consagra para asegurar derechos, 
no para cometer atentados. 

Sería ofender a la Suprema Corte de Justicia in- 
terrogarla si en este caso, apartándose del precedente 
Valladares-Corona y recordando otros precedentes 
sabia y justicieramente establecidos, puntualizados 
ya en nuestras alegaciones, reparará los agravios 
cometidos por el inferior; y no la interrogamos, por- 
que debilitaríamos nuestra confianza en la justicia 
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de la causa de la Penn Mex y en la integridad de los 
señores Magistrados diariamente asediados por la 
parte contraria, como asediaron, sin duda, al Juez de 
Distrito en Túxpam, con maniobras ajenas a la moral 
y a la ley misma. 


SEÑORES MAGISTRADOS DE LA SUPRE- 
MA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION: 


WILLIAM WOCHATZ, como apoderado de la 
Penn Mex Fuel Company, como lo tengo comprobado 
en el Toca número 297/925, Sección Tercera, ante 
esa Suprema Corte respetuosamente expongo: 

Que con fecha 9 del actual, el señor Juez de Dis- 
trito Supernumerario en Veracruz, pronunció, en la 
audiencia de derecho, una resolución decretando el 
sobreseimiento por improcedencia de la demanda de 
amparo que la Compañía mi poderdante promovió 
contra actos de los CC. Juez de Distrito en Túxpam y 
su Secretario, con motivo de la providencia precau- 
toria que a solicitud de los señores Lic, Jacinto Ro- 
cha y Manuel Núñez, decretó dicho Juez de Distrito 
en Túxpam y que originó el embargo de todos los 
bienes de la Penn Mex Fuel Company, de la Compa- 
ía misma y del ejercicio de sus Directores en sus fun- 
ciones de administración. 

Estando dentro del término legal, con fundamen- 
to en el artículo 86 de la Ley Reglamentaria vengo 
a promover directamente ante la Suprema Corte el 
recurso de revisión en contra de la sentencia referi- 
da; y para cumplimentar el artículo 87 de la misma 
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Ley, expreso en los siguientes capítulos los agravios 
que a mi poderdante causa la sentencia de sobresei- 
miento que he mencionado, expresando al mismo 
tiempo los agravios en cuanto al fondo, que aun 
cuando no fué tratado por el Juez de Distrito, los 
invoco para que sirvan de base a la resolución de es- 
te negocio, pues no dudo que la alta justificación de 
la Suprema Corte revocará el sobreseimiento y en- 
trará al estudio de las cuestiones de fondo. 


AGRAVIOS QUE CAUSA EL 
SOBRESEIMIENTO 


I 


El artículo “11 de la Ley Reglamentaria, autoriza 
a los Jueces de Distrito para desechar, desde luego, 
las demandas de amparo si encuentran motivos ma- 
nifiestos e indudables de improcedencia; y de no en- 
contrarse esos motivos de improcedencia, el artículo 
13 de la misma Ley ordena que se tenga por presen- 
tada la demanda. Como el Juez Numerario de Dis- 
trito en Veracruz no encontró motivos manifiestos 
e indudables de improcedencia, dió entrada a la de- 
manda y ese auto causó estado, conforme a la juris- 
prudencia de la Suprema Corte (Semanario Judicial, 
Pomo XIII, pág. 1571, Sección de Jurisprudencia, 
“Admisión de la demanda de Amparo”), jurispru- 
dencia que invoco en su calidad de obligatoria con- 
forme al artículo 149 de la misma Ley Reglamenta- 
ria; y de acuerdo con el artículo 150 de la misma Ley, 
expreso que el sentido de esa jurisprudencia es el de 
que el auto que admitió la demanda de amparo de 
mi poderdante, quedó firme e inatacable, y designo 
las ejecutorias mencionadas en la cita que anterior- 
mente he hecho del Semanario Judicial. 
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Como posteriormente a la admisión de la deman- 
da de amparo no ha sobrevenido o aparecido motivo 
alguno de improcedencia (fracción TIL del artículo 
44 de la Ley Reglamentaria), el punto relativo a la 
procedencia quedó definitivamente resuelto desde la 
fecha del auto en que la demanda fué admitida; por 
lo que el Juzgado debió entrar a la resolución del 
fondo del amparo, de acuerdo con la fracción IX del 
artículo 107 Constitucional. 

Como el Juzgado no obedeció esos preceptos le- 
gales y esa jurisprudencia de la Suprema Corte, al 
declarar en la audiencia de derecho el sobreseimiento 
de este amparo por improcedente, viola los preceptos 
legales citados en este capítulo; y por este primer 
concepto, el fallo que recurro ha causado agravio a 
la Penn Mex Fuel Company. 
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Después de afirmar el Juzgado, en el Conside- 
rando Segundo de su fallo, que la existencia de los 
actos reclamados se encuentra plenamente compro- 
bada, se ocupa en el Considerando Tercero en estu- 
diar la causal de improcedencia alegada por la auto- 
ridad responsable y por los terceros, sosteniendo que 
las pruebas rendidas demuestran fehacientemente 
la certeza de los siguientes hechos: 

a).—Que los señores Rocha y Núñez promovle- 
ron una provideneia precautoria en contra de la Penn 
Mex Fuel Company. 

b).—Que el Juez de Distrito en Túxpam tuvo por 
promovida una diligencia precautoria de embargo. 
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c)—Que el referido Juez de Distrito en Túxpam 
declaró procedente la providencia precautoria des- 
pués de justificada la necesidad de la medida, así 
como el derecho del actor para gestionarla. 

d).—Que, finalmente, se procedió a la ejecución 
de la providencia de embargo en los precisos términos 
acordados por la resolución respectiva, una vez otor- 
eada la fianza exlgida. 

Afirma el inferior que, en consecuencia, se trata 
de una providencia precautoria y no de una confis- 
cación de bienes o de una expropiación, prohibida por 
el artículo 22 la primera y ejecutada la segunda con- 
tra el tenor del artículo 27, y para corroborar su 
afirmación y la prueba rendida en autos, de que se 
trata simplemente de una providencia precautoria, 
ocurre al argumento de que la Compañía quejosa así 
la titula en los escritos que ha presentado, inclusive - 
el escrito de demanda de amparo. 

Como en estas cuestiones me oguparé al tratar 
ael fondo del negocio, reservo para entonces desme- 
nuzar las pruebas que invoca el Juez y comprobaré 
lo inexacto de.sus afirmaciones, limitándome por 
ahora, en lo que respecta al sobreseimiento, a recor- 
dar que entre las pruebas rendidas por mi parte exis- 
te una copla certificada del expediente relativo a la 
providencia precautoria,—y conste que si así la ha 
titulado la Compañía y la sigo titulando en este es- 
erito, es porque así la designaron la parte contraria 
y la autoridad responsable; pero no es porque real- 
mente sea una providencia precautoria, sino un pre- 
texto, como lo ha afirmado la Compañía repetidas 
veces, para la confiscación e indebida expropiación 


de sus bienes; esto es, un pretexto para el despojo 
de ellos, —y de esa prueba resulta que, además de no 
haberse llenado por el Juez los requisitos legales, el 
Secretario del Juzgado de Distrito en Túxpam em- 
bargó a la Compañía misma y prohibió a sus Direc- 
tores el ejercicio de sus funciones administrativas 
sin mediar la venia del Interventor. Este solo he- 
cho prueba que no se trata de una providencia pre- 
cautoria, sino de un despojo, de un atentado incali- 
ficable que no autoriza la ley al estatuir sobre provi- 
dencias precautorias, por lo que el Juez de Distrito 
Supernumerario de Veracruz, al no reconocer toda 
la validez legal de la prueba rendida constante en 
documentos públicos, violó los artículos 258, frac- 
ción VIII, y 332 del Código Federal de Procedimien- 
tos Civiles, causando con ello agravio a la Companía 
mi poderdante. 
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Basado el inferior en la falsa premisa de que el 
acto reclamado lo es una providencia precautoria, y 
sin tener en cuenta que también se solicitó el amparo 
“contra la ejecución por el Secretario del Juzgado de 
Distrito en Túxpam, en la cual ejecución se cometie- 
.ron actos que ni con mucho pueden ser el resultado 
de una providencia precautoria, sino un atentado 
judicial, estudia desde su punto de vista en el Consi- 
derando Cuarto de su fallo, la causal de improceden- 
| cia y afirma, “que por tener una providencia precau- 

toria de embargo una relación inmediata y directa 

con el negocio principal, debe considerarse que se ha 

recurrido en vía de amparo contra un acto ejecutado 


> 
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dentro de juicio cuya ejecución no puede dejar 1n- 
defensa a la parte quejosa, porque con recursos or- 
dinarios pudo recurrir y reclamar tal providencia, 
y en consecuencia, obtener su levantamiento, y toda- 
vía apelar de la resolución que se dictara en el caso 
de que se hubiera resuelto en sentido adverso,” 1n- 
vocando como fundamento el artículo 359 en relación 
con el 363 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de Veracruz supletorio del Código de Comer- 
elo; y todavía agrega que *““la propia quejosa puede 
obtener el levantamiento de la providencia de em- 
bargo en la sentencia definitiva que se dicte cuando 
así fuere*procedente; sentencia definitiva que tiene 
que dictarse en el juicio respectivo que se siga bajo 
las formalidades de la ley, y en donde la parte que- 
josa tiene amplio campo para hacer valer en su fa- 
vor todos los recursos que las leyes conceden al efec- 
to.” También cita el artículo 1180 del Código de Co- 
mercio, que señala procedimientos para evitar o le- 
vantar la providencia precautoria; y concluye afir- 
mando que no siendo la providencia precautoria “de 
tal manera definitiva e irreparable para el quejoso, 
en términos de no tener recursos ordinarios que hacer 
valer en su contra, procede concluir que la causal de 
improcedencia de la demanda, originariamente se 
encuentra justificada. Y por consiguiente, de con- 
formidad con los artículos 43, fracción VIII, y 44, 
fracción IL, procede dictar el sobreseimiento en 
estos autos.” 

Realmente, esta es la médula del fallo a que me 
refiero, por lo que requiere la mayor atención para 
precisar cómo la fracción IX del artículo 107, que 
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el inferior también cita como fundamento en el Con- 
siderando Cuarto, ha sido desacertadamente aplicada 


- y por eso se llegó a la no menos desacertada reso- 


lución de sobreseimiento. En efecto: 

a).—HEl artículo 107 de la Constitución preve, 
respecto a juicios civiles, los siguientes casos de pro- 
cedencia del amparo cuando se trata de violaciones 
a las leyes del procedimiento: 

Primero.—Cuando la violación del procedimien- 
to no causa perjuicio inmediato al quejoso, debe 
reclamarse oportunamente y protestarse si se niega 
su reparación, a fin de estar en aptitud legal de in- 
cluir esa violación en el amparo que se promueva 
contra la sentencia definitiva (fracción 11). 

Segundo.—Cuando se afectan las partes subs- 
tanciales del procedimiento y su infracción deja sin 
defensa al quejoso (fracción III). 

Tercero.—Cuando se trata de actos de la auto- 
ridad judicial, ejecutados fuera de ¿juicio (frac- 
ción 1X). 

Cuarto.—Cuando se trata de actos de la autori- 
dad judicial, ejecutados después de concluído el jui- 
clio (fracción IX). 

Quinto.—Cuando se trata de actos de la autorl- 
dad judicial, en el juicio, cuya ejecución sea de 1m- 
posible reparación (fracción 1X.). 

Sexto.—Cuando se trata de actos de la autoridad 
judicial, en el juicio, cuya ejecución afecta a per- 
sonas extrañas a dicho juicio (fracción 1X). 

b).—En nuestro caso, la providencia precauto- 
ria se promovió antes de estar cerrado el cuasi-con- 
trato del juicio; es decir: antes de que la demanda 


Me Y 


de los señores Rocha y Núñez fuera notificada a la 
Penn Mex Fuel Company y ésta la hubiese contes- 
tado,—hasta ahora no se ha corrido traslado de esa 
demanda, y por lo mismo no se ha contestado, no 
existiendo todavía lo que propiamente se llama*“jui- 
cio." El artículo 1170 del Código de Comercio au- 
toriza el decreto de las providencias precautorias, 
como actos prejudiciales y como actos dentro del jui- 
cio. El actor prefirió promover la providencia pre- 
cautoria como acto PREJUDICIAL, y el Juez así 
la decretó. En consecuencia, es rigurosamente apli- 
cable al caso la fracción IX del artículo 107 de la 
Constitución, que sanciona la procedencia del ampa- 
ro cuando se trata de violaciones cometidas por la 
autoridad judicial fuera de juicio. El inferior no 
aplicó exactamente esos preceptos legales, con agra- 
vio de los derechos de mi poderdante. . 

c).—El mismo inferior, al resolver que una pro- 
videncia precautoria tiene una relación inmediata 
y directa con el negocio principal, tortura la frac- 
ción IX del artículo 107 de la Constitución al apli- 
carla erróneamente, porque dicha fracción IX no 
autoriza la interpretación de la relación inmediata 
y directa con el negocio principal, pues, si la autori- 
zara, quedaría como letra muerta e ineficaz, por no 
haber acto de la autoridad judicial fuera de juicio 
que no tenga una relación inmediata y directa con 
el negocio principal. Este es otro agravio que el fa- 
llo recurrido causa a mi poderdante. 

d).—Y se intensifica más el agravio, cuando el 
inferior considera que se ha recurrido en vía de am- 
paro un acto ejecutado dentro de juicio, porque no- 
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toriamente y de acuerdo con el artículo 1170, ya ci- 
tado, del Código de Comercio, se trata de un acto 
prejudicial, concepto jurídico que elimina la idea de 
la existencia de un juicio. Confunde el inferior la 
fracción IX del artículo 107, en que apoya su Consi- 
derando, con la fracción III del mismo artículo, cau- 
sando, también, agravio a mi poderdante. 

e).—Donde la confusión de esas dos fracciones 
se hace más notable, es cuando el Juez de Distrito 
afirma que la ejecución de ese acto no puede dejar 
indefensa a la parte quejosa, prevención de la frac- 
ción III mencionada, inexactamente aplicada a es- 
te Caso, y la cual inexacta aplicación causa agravio 
a mi poderdante. 

f) —Siguiendo el inferior en el mismo desacer- 
tado camino, afirma que “con recursos ordinarios 
la misma parte quejosa pudo recurrir y reclamar la 
providencia, y en consecuencia, obtener su levanta- 
miento, y todavía apelar de la resolución que se die- 
tara en el caso de que se hubiera resuelto en sentido 
adverso,” y cita los artículos 359 y 363 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado: de Veracruz, 
y a continuación invoca, también, el artículo 1180 
del Código de Comercio, que da derecho al levanta- 
miento de la providencia precautoria. El Juez de 
Distrito Supernumerario en Veracruz, cae en otra 


confusión de la fracción IX del artículo 107 Consti- 


tucional con la fracción II del mismo artículo. La 
fracción II mencionada, que expresamente hace la 


- salvedad de los casos de la regla 1X, no se refiere a 


la ineludible interposición de recursos comunes con- 
tra autos sino contra sentencias definitivas, apar- 


o $ (7 ci 


tándose la Constitución y su Ley Reglamentaria del 
antiguo precepto contenido en el artículo 764 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles que or- 
denaba el agotamiento de todos los recursos, antes 
de promover el amparo, cuando éste se enderezaba 
contra resoluciones que no tenían el carácter de sen- 
tencia definitiva. Con esa inexacta aplicación de los 
preceptos legales que he citado, el Juez de Distrito 
en Veracruz causa otro agravio a la Compañía mi po- 
derdante. 

o').—Finalmente, la aplicación de los artículos 43, 
fracción VIII, y 44, fracción TUI, de la Ley Reglamen- 
taria, también causa agravios a mi poderdante, por 
ser inexacta esa aplicación; pues el primero de esos 
preceptos legales requiere que la improcedencia re- 
sulte de aleuna disposición de la ley, y ya he precisa- 
do que no hay ninguna disposición que marque esa 
improcedencia (1); y el segundo de esos preceptos 
requiere que durante el juicio sobrevengan o aparez- 
can motivos de improcedencia, lo que tampoco ha 
acontecido, pues si el Juez de Distrito en Veracruz 
pretende referirse a la solicitud del señor Licencia- 
do González, pidiendo el levantamiento de la precau- 
toria, debió haber tenido en consideración, también, 
que de esa solicitud se desistió el señor Licenciado 
González, lo que jurídicamente significa la inexis- 
tencia de la misma solicitud. 


(1) La Suprema Corte de Justicia ha sancionado esa tesis eleván- 
dola a la categoría de Jurisprudencia. (S. J.—T. XIII.—Pág. 1626.— 
Sección de Jurisprudencia. —<Improcedencia.»—Las únicas causas que 
en el juicio de amparo la fundan, son las enumeradas en la ley). 


IV. 


El inferior afirma, en el Considerando Sexto de 
su fallo, qué “cuanto se ha dicho del Juez de Distri- 
to en Túxpam, procede decir respecto de su Seere- 
tario, también señalado como autoridad responsable, 
ya que los conceptos de violación alegados por la 
quejosa, involucraron a las dos autoridades respon- 
sables, sin haberse señalado respecto del Secretario 
del Juzgado de Túxpam, violaciones especiales que 
hubiesen de estudiarse por algún concepto especial 
que excluyera la improcedencia referida.” Olvidó 
el inferior que como prueba en el amparo se presen- 
tó una copia certificada de la diligencia de embargo, 
y de esa diligencia resultan dos violaciones constitu- 
cionales exclusivas de dicho Secretario: la de haber 
embargado a la Compañía misma y la de haber im- 
pedido a los Directores de la Compañía sus natura- 
les funciones de administración, si el Interventor no 


E intervenía. Al no tener en cuenta el Juez de Dis- 


trito la probanza rendida, que hace prueba plena por 
tratarse de un instrumento público, ha violado los 
artículos 258, fracción VIII, y 332 del Código Fede- 
ral de Procedimientos Civiles, con agravio de los de- 
rechos de mi poderdante. 


v. 


El inferior desestimó la prueba rendida en el 
amparo, con violación de los artículos 258, fracción 
YI, y 332 del Código Federal de Procedimientos 
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Civiles, y con violación también de la fracción IX del 
artículo 107 de la Constitución, porque con prueba 
plena, consistente en un instrumento público, —la 
copia certificada de la escritura de 8 de octubre de 
1924, otorgada en esta ciudad ante el Notario Feli- 
pe Arellano, entre los señores Núñez por una parte 
y los señores Lic. Rocha y Núñez por la otra,— se 
hizo constar en autos que la Compañía a cuyo cargo 
se hallaban las supuestas reclamaciones de aquellos 
señores, era la Penn Mex Fuel Oil Company y no la 
Penn Mex Fuel Company, que en definitiva resultó 
ser la embargada. Se trata, pues, de un atentado 
cometido en una persona extraña al juicio, —esto 
es, extraña a las obligaciones que se contienen en el 
referido contrato de 8 de octubre de 1924.— y, por 
tanto, el Juez de Distrito debió aplicar la fracción 
IX del artículo 107 Constitucional, en la parte que 
protege a las personas extrañas al juicio, dado su 
criterio respecto a las prevenciones de dicha fracción. 
Al desestimar aquella prueba y al no aplicar el ar- 
tículo 107 Constitucional en su fracción IX, causó 
agravio a la Compañía mi poderdante. 
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AGRAVIOS EN CUANTO AL FONDO 
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Quedó comprobado en los autos del juicio de am- 
- pazo, 

a) —Que el señor Lic. Don Guillermo A. Rocha, 
No al promover como apoderado de los señores Lic. Don 
E Jacinto Rocha y Don Manuel Núñez, se excedió en 


e gó ente para a a de los derechos 
| que los señores Núñez tenían ' do inspeccionar la 


p suelo de unos rones? ” y no para el ejercicio de 
E otra clase de derechos. El Juez de Distrito en Vera- 
d Cruz, que no entró al examen y resolución de esta 
Y cuestión, sino que decretó el sobreseimiento, no ob- 
St ¿quió lo prevenido en el artículo 2199 del Código 
| Civil de aquel Estado, así como los artículos 258, 
fí fracción VIIL, y 332 del Código Federal de Procedi- 
mientos Civiles, por desconocer la fe de un documen- 
público; y, por tanto, causó agravio a los dere- 
chos de mi poderdante. 
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b).—El referido contrato de 8 de octubre de 1924 
fija, en su cláusula primera, que lo que se cede y 
traspasa a los señores Licenciado Rocha y Núñez, 
es solamente el derecho que los cedentes tienen pa- 
ra inspeccionar la producción que se obtenga en sus 
propiedades, a efecto de que se pague a los propie- 
tarios “tanto las cantidades como los precios que 
sean debidos, así como las compensaciones que por 
este concepto estén pendientes y que actualmente 
son a cargo de la Penn Mex Fuel Oil Company.” Su- 
poniendo venial la equivocación cometida respecto a 
la identidad del deudor, se nota que la cesión se re- 
fiere únicamente a la inspección de la producción 
que se obtenga en las propiedades de los cedentes; 
no se refiere a que el producto de las responsabili- 
dades sea de los cesionarios, sino que queda a bene- 
ficio de los cedentes. De manera que, el derecho de 
los cesionarios está limitado a la inspección de la 
producción y, por lo tanto, carecen los cesionarios 
del derecho de promover la providencia precautoria 
en toda la amplitud con que la promovieron. Todo es- 
to está comprobado por medio de instrumentos públi- 
ecos que el Juez desatendió violando los referidos ar- 
tículos 258, fracción VIII, y 332 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, con agravio de los dere- 
chos de mi poderdante. | 

c).—Además, y aun suponiendo que la cesión 
hubiese sido de todos los derechos que contra la 
Penn Mex Fuel Company pretendían tener los se- 
ñores Núñez, esa cesión no tenía efecto legal alguno, 
porque el cedente no entregó al cesionario el título 
en que se funda el crédito, como lo ordena el artículo 
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1476 del Código Civil del Estado de Veracruz; y co- 
mo consecuencia legal, fué ineficaz, conforme al ar- 
tículo 1480 del mismo Código, la notificación que 
se hizo a la Penn Mex Fuel Company de la mencio- 
nada cesión. El inferior no aplicó esos preceptos 
legales, no obstante de que, con documentos públi- 
cos, se comprobaron esos hechos, causándose a mi 
poderdante agravio con aquella falta de aplicación. 

d).—Pudiera objetarse que si no se trata de una 
cesión de derechos, entoncés los señores Rocha y 
Núñez ejercitaban un mandato de los señores Nú- 
ñez; pero a esto hay que observar que el derecho de 
inspección de los libros y papeles de mi poderdante, 
no puede ser objeto de mandato por tratarse de un 
derecho personalísimo del principal interesado (art. 
2194 del Código Civil mencionado); que ese manda- 
to, tal y como está redactado, es un mandato gene- 
ral y, por lo mismo, solamente comprende meros 
actos de administración (art. 2200 del mismo Có- 


digo); que los señores Licenciado Rocha y Núñez 


no obtuvieron de los propietarios de los terrenos to- 
das las facultades que otorgaron al Licenciado Grui- 
lMermo A. Rocha, a quien tampoco podía substitulrse 


el mandato, porque los substituyentes no tenían esa 
facultad (art. 2219 del mismo Código). El inferior 


no aplicó esos preceptos legales, causando esa falta 
de aplicación agravio a los derechos de mi poder- 
dante. 

e).—La Cláusula Undécima del contrato de 20 de 
julio de 1912, entre los Señores Núñez y Leonard, 
previene que haya acuerdo de las partes o justipre- 
cio pericial para valorizar las maderas que Leonard 


o 


o sus sucesores utilizasen. El Juez de Distrito en 
Túxpam aceptó en firme la reclamación Rocha-Nú- 
ñez por $10,000 oro nacional, valor de maderas utl- 
lizadas, sin mediar acuerdo ni justiprecio pericial 
y en completa violación de la ley del contrato y de 
los artículos 1181, 1183 y demás relativos del Código 
Jivil del Estado de Veracruz, aceptando el derecho 
para gestionar la providencia precautoria, sin que 
ese derecho estuviese legalmente acreditado, con 
violación, también, del art. 1172 del Código de Co- 
mercio; y el Juez del amparo, al no corregir esa vio- 
lación, se hizo solidario de ella, con agravio de los 
derechos de mi poderdante. 

f).—En autos quedó comprobado, con prueba 
plena (arts. 258, fracción VIIL, y 332 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles), que al promo- 
verse la providencia precautoria no había presenta- 
do el actor el contrato de 16 de noviembre de 1920, 
en que el señor Leonard cedió a la Penn Mex Fuel 
Company los derechos emanados del contrato de 20 
de julio de 1912; esto es: no estaba comprobado en 
autos que mi poderdante fuese cesionaria de los de- 
rechos y adquirente de las obligaciones del señor 
Leonard, tanto sobre el terreno El Jardín, como so- 
bre el resto del lote El Alamo, que, juntamente con 
su producción de petróleo, han sido embargados. En 
consecuencia, ese embargo se efectuó sin estar acre- 
ditado el derecho para promover contra mi poder- 
dante la referida precautoria, con violación del ar- 
tículo 1172 del Código de Comercio; y al no corre- 
gir el inferior ese atentado, se hizo, también, solida- 
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rio de él, con agravio de los derechos de mi poder- 
dante. 

Estas observaciones demuestran que el inferior 
no tuvo en cuenta, en su fallo, que por instrumentos 
públicos que hacen prueba plena (artículos 238, 
tracción VIII, y 332 del Código Federal de Procedi- 
mientos Civiles), quedó comprobado que en la per- 
sona de mi poderdante se cometió un atentado, des- 
de el momento en que en sus bienes se dictó y ejecu- 
tó una providencia precautoria sin que el promoven- 
te acreditase el derecho que tenía para gestionar 
esa providencia, como lo exige el artículo 1172 del 
Código de Comercio; por lo que el inferior, al no ha- 
cer la aplicación de esos preceptos legales, causó 
agravio a los derechos de mi poderdante. 
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El artículo 1172 del Código de Comercio, en re- 
lación con las fracciones 11 y III del artículo 1168 
del mismo Código, exige la comprobación por parte 
de quien pide la providencia precautoria, de la ne- 
. cesidad de la medida que solicita, necesidad que se 

funda en el temor de que se oculten o dilapiden los 
bienes en que debe ejercitarse una acción real, y en 
que, cuando se trata de una acción personal, el deudor 
no tuviera otros bienes que aquellos en que se ha de 
practicar la diligencia y se teme que los oculte o ena- 
jene. Con la pretensión de llenar esos requisitos le- 
-gyales, el actor presentó las siguientes pruebas que 
el Juez de Distrito en Túxpam aceptó como Indiscu- 
tibles, y que también implícitamente. aceptó como 


indiscutibles el Juez que falló este amparo al no to- 


mar en consideración la defensa oportunamente 


opuesta por mi poderdante: 


a).—La testimonial, consistente en la declara- 


ción de tres testigos cuyo análisis minucioso hice 
en el alegato impreso (pág. 14), que fué presentado 
al Juez del amparo y del cual análisis resulta la fal- 
sedad de las declaraciones de los mencionados tes- 
tigos, cuyo dicho no puede ser aceptado por no con- 
currir los requisitos que exige el artículo 1302 del 
Código de Comercio. (1) 

b).—La documental, consistente en un certifica- 
do expedido por el Registro Público de la Propie- 
dad sobre inseripeión de una acta de embargo de 
bienes de la Penn Mex Fuel Company practicado a 
solicitud de Don Valentín Alemán, con el cual cer- 
tificado el Juez de Distrito en Túxpam consideró ad- 
miniculada la deficiente prueba testimonial. Lise 
certificado comprueba que el Registro del referido 
embargo Alemán, fué solamente preventivo, y que 
para la fecha en que se decretó la providencia pre- 


(1) En la ejecutoria de 13 de octubre de 1923, pronunciada por una- 
nimidad de votos de los actuales Señores Magistrados de la Suprema 
Corte de Justicia en el amparo Felipe Martínez, se afirma con gran 
atingencia: 

«En cuanto a la ineficacia de la prueba testimonial, rendida en 
primera instancia por los testigos David Zárate, Alberto Carlos y 


Maximiliano Morelos, debe tenerse en cuenta que, aun cuando la Sala 


sentenciadora es soberana pora apreciar las pruebas, conforme al artículo 
quinientos sesenta y dos del Código de Procedimientos Civiles, siem- 
pre que al hacerlo viole la ley reguladora de la prueba, dará motivo al jui- 
cio constitucional; de manera que, si bien es verdad que los testigos an- 
tes aludidos, afirmaron unánimemente que había temor de que el que- 
Joso Martínez enajenara o gravara sus bienes, como fundaron su dicho 
en las cireunstancias de que el mismo Martínez, o era comerciante, o 
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cautoria no existía ya por no haberse hecho la ins- 
eripción definitiva como lo ordenan los artículos 40 
y 41 de la Ley del Registro Público de la Propiedad, 
vigente en Veracruz. 

De manera que no quedó comprobada la necesi- 
dad de la medida que se solicitaba; y como a pesar 
de esa falta de comprobación se decretó el embargo 
precautorio, el inferior se hizo solidario de ese aten- 
tado al no corregirlo por la vía de amparo, violando 
también los preceptos legales anteriormente citados 
y el 1172 del Código de Comercio, con lo que causó 
agravio a la Compañía mi poderdante. 
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El solicitante de la providencia precautoria acu- 
dió a la superchería, que el Juez de Distrito en Túx- 
pam aprobó, y de la cual se hace solidario el inferior 
al no corregirla por la vía de amparo, de establecer 
una división de acción real y acción personal que 
dió el resultado siguiente: 


acostumbra a hacer operaciones comerciales, y este ejercicio justifica 
el temor de enajenación, que requiere el artículo trescientos veintiséis 
del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, 
para despachar una providencia precautoria, resulta que la aludida 
Sala no pudo considerar probado el referido hecho sobre el que ha ver- 
sado ese testimonio, porque en las deposiciones rendidas, no concurrió el 
requisito de la fracción cuarta del artículo quinientos sesenta y dos, 
del citado ordenamiento, consistente en haber dado razón fundada de su 
dicho, Así es que, la Sala violó los artículos trescientos veintiséis, 
fracción tercera, y trescientos treinta y uno, del citado Código Proce- 
sal, como lo asentó el Juez de Distrito.» (S. J.—T. XIII.—Pág. 125). 

Nótese que en el caso resuelto en esa ejecutoria se trataba de t-s- 
tigos verídicos en sus declaraciones. En nuestro caso se trata, noto- 
riamente, de testigos falsos, lo que obligaba al inferior a conceder el 
amparo solicitado. 
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a)—A virtud de la acción real se ambargaron 
precautoriamente el predio El Alamo con todos sus 
pozos, mejoras, construcciones, ete., etc., poniéndose 
esos bienes en depósito de persona nombrada por 
el actor y bajo la responsabilidad de éste, sin fianza 
alguna. | 

b).—Los bienes embargados a virtud de la ae- 
ción personal se pusieron en depósito, previo el otor- 
gamiento de una fianza por cien mil pesos. 

Para fundar la primera de esas determinaciones, 
el Juez de Distrito en Túxpam invocó los artículos 
1184, 1392 y 1394 del Código de Comercio. Ese Juez 
no quiso fijar su atención en que la cita que hace el 
artículo 1184 de los artículos 1392 y siguientes, es 
solamente para normar el procedimiento que debió 
seguirse en el embargo, no para desvirtuar la acción 
intentada, pues el 1392 que autoriza la depositaría 
bajo la responsabilidad del actor, se refiere a la ae- 
ción fundada en título ejecutivo, que no fué la inten- 
tada por los señores Rocha y Núñez. Estos señores 
intentaron una demanda en la vía ordinaria y para 
ese efecto rige el artículo 1179 del mismo Código, 
que ordena para todos los casos, se trate de acciones 
reales o personales, que el actor dé fianza de respon- 
der por los. daños y perjuicios que se sigan. Al no 
corregir el Juez del amparo el atentatorio procedi- 
miento de la autoridad responsable, violó también 
esos preceptos legales con agravio de los derechos 
de mi poderdante. 
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Sobre la fianza de cien mil pesos y sobre la per- 


EROS 


E y AL 


sonalidad de la fiadora, he hecho las observaciones 
siguientes: 


a).—La fiadora no comprobó su calidad de co- 
merciante, por no haber publicado por medio de la 
prensa la calidad comercial con sus circunstancias 
esenciales (fracción I, art. 16 del Código de Comer- 
elo), y aún cuando la inseripeión o matrícula en el 
Registro de Comercio sea potestativa para los indi- 
viduos que se dedican a él (art. 19 del mismo Códi- 
20), la única manera de comprobar que se tiene el 
carácter de comerciante es haciéndose inscribir en 
ese Registro de Comercio. 

b).—El artículo 1617 del Código Civil del Esta- 
do de Veracruz, ordena que el fiador debe tener bie- 
nes raíces suficientes en el lugar donde debe cum- 
plirse la obligación. Los bienes de la fiadora no lle- 
nan ese requisito. 

c).—La fiadora no presentó los títulos que 

acrediten la propiedad de los inmuebles de que se 
dice propietaria, títulos que exigen los artículos 2760, 
2761 y 2763 del Código Civil del Estado de Veracruz, 
no produciendo la compra-venta con relación a ter- 
cero ningún efecto legal, conforme al artículo 2765 
del mismo Código. En la audiencia de derecho (!) se 
presentaron algunos títulos pretendiéndose llenar 
esas exigencias legales; pero como esa presentación 
ha sido extemporánea, protesto contra ella, pidiendo 
no tenga efecto legal alguno. (1) 

d).—Según el certificado del Registro Público 


(1) El hecho mismo de esa presentación inoportuna, demuestra que 
la fianza se aceptó sin la previa comprobación de la propiedad de los 
bienes que iban a garantizar tan cuantióso embargo. 
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que he presentado ya, algunos de los bienes de la 
fiadora no están inscriptos en el Registro Público, 
por lo que no producen efecto contra tercero (art. 
3056 del Código Civil del Estado de Veracruz); al- 
gunos otros de esos bienes no partenecen en propie- 
dad a la fiadora, sino que tiene únicamente derechos 
reales sobre ellos, por lo que no pueden tenerse como 
base para el otorgamiento de una fianza,—el mismo 
Código Civil en su artículo 1617 exige que el fiador 
tenga bienes raíces, no derechos reales, distinción 
que consagran expresamente varias disposiciones de 
las leyes del Estado de Veracruz, entre ellas, el ar- 
tículo 1477 del Código de Procedimientos Civiles— 
(1). Y finalmente, con las deducciones que pueden 


verse en el alegato impreso (págs. 20 y siguientes), 


que se presentó en la audiencia de derecho en este 
amparo, la fianza queda reducida a la cantidad de 
$72,000, muy inferior a la cantidad de $100,000 se- 
alada por el Juez de Distrito en Túxpam. 

Todas estas violaciones de la ley, cometidas por 
el Juez de Distrito en Túxpam, que significan que 
el Interventor no caucionó debidamente su manejo, 
no las corrige en su fallo el Juez de Distrito Super- 
numerario en Veracruz, por lo que al hacerse soli- 


(1) La Suprema Corte de Justicia, en su ejecutoria de 28 de enero 
de 1924, amparo Francisco Téllez Corona, fijó esa cuestión legal en 
los irreprochables términos siguientes: 

«(Que apareciendo que el fiador sólo representa la tercera parte en el 
inmueble con que justificó su solvencia, la garantía ofrecida y reclama- 
da en vía de queja, no reune los requisitos legales, ya que el artículo mil 
setecientos veintidós del Código Civil, previene que el fiador debe tener 
bienes raíces libres, y carecen de ese carácter los que se encuentran con alguna 
Arda como la que impone la copropiedad.» (S. J,—T. XIIT.—Pág. 
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dario de ellas, causa agravio a los derechos de mi 
poderdante. 


v. 


Se reclama, también, en el amparo, la indebida 
ampliación del embargo al ordenarse a la Compa- 
nía Trascontinental de Petróleo, S. A., que entrega- 
se al depositario las cantidades que debía recibir 
la Penn Mex Fuel Company, pues esos bienes no fue- 
ron especificados en el acta de embargo (1). Ese 
procedimiento da al atentado cometido un carácter 
netamente confiscatorio que no corrigió el inferior, 
por lo que también causó agravio a mi poderdante 
por este otro capítulo. 


vi 


Para acentuar más el carácter confiscatorio del 
procedimiento que llevaron a cabo el Juez de Distri- 


to en Túxpam y su Secretario, se comprobó plena- 
_mente, por medio de instrumentos públicos, (arts. 


258, fracción VIII, y 332 del Código Federal de Pro- 
cedimientos Civiles), que el referido Secretario, ** pu- 
so a la Compañía también por este motivo bajo la 
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(1) La misma Suprema Corte, en la ya citada ejecutoria de 13 de 
octubre de 1923, amparo Felipe Martínez, (S. J.-—T. X[I1.—Pág. 125), 
sanciona esta tesis: 

«Ampliación de embargo.—Sólo es procedente cuando las cosas se- 
cuestradas, no son bastantes para responder del éxito de la demanda.» 

Esa ejecutoria previene, también, que es obligación del acreedor 
demostrar esa circunstancia. Para el Juez de Distrito en Túxpam 
bastó que el acreedor solicitara la ampliación del embargo, para 


decretarla, complaciente y servicial. 


intervención del Ingeniero Lavín,” agregando que 
hace a la Compañía demandada, “la notificación de 
que no pueden sus Directores ejecutar ningún acto 
de administración según el artículo 816 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado, sin la inter- 
vención del Interventor.” Como esos atentados no 
los autoriza la ley, significan un procedimiento ne- 
tamente confiscatorio, pues a más de que a la Compa- 
nía mi poderdante se le despoja de todos sus bienes, 
se la embarga como persona moral y se prohibe a sus 
Directores que funcionen; y todo con el fundamento 
del artículo 816 del Código de Procedimientos Civi- 
les del Estado de Veracruz, que no autoriza tales 
excesos. Al no corregirlos el Juez del amparo, cau- 
só agravio a mi poderdante por la falta de la debida 
y correcta aplicación de los artículos 22 y 27 Consti- 
tucionales. 
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Ciertamente es una novedad del alegato presen- 
tado ante el inferior la cuestión de incompetencia 
del Juez de Distrito en Túxpam; pero extemporá- 
nea o como quiera llamarse la invocación de esa: 
incompetencia, ello sirve para confirmar el complot 
de los promoventes de la providencia precautoria y 
de la autoridad judicial, para despojar a mi poder- 
dante de todos sus bienes; y esto, por motivos de 
ética elemental, debe ser corregido severamente por 
la Suprema Corte de Justicia. (1) 


(1) Así como por imperioso apremio de ética elemental, ha desti- 
tuido la misma Suprema Corte al Juez de Distrito en Jalisco, que es 
la misma persona que en enero de este año servía el Juzgado de Dis- 
trito en Túxpam y despachó la providencia precautoria que originó 
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La disposición del artículo 223 de la Ley del Tim- 
bre, es de orden público, y por lo mismo el Juez de- 
Distrito en Túxpam no debió haber admitido el con- 
trato de 8 de octubre de 1924, por no haberse llenado 
los requisitos fiscales sobre pago de impuestos; y 
en consecuencia, el Juez del amparo debió también 
haber tomado en consideración ese precepto legal y, 
al no hacerlo, a más de agraviar una disposición de 
carácter general, agravia los derechos de mi poder- 
dante. 


Por todo lo anteriormente expuesto, y en consi- 
deración de los agravios mencionados, que también 
lesionan las garantías constitucionales que a mi po-- 
derdante otorgan los artículos 14, 16, 22 y 27 de la 
Constitución Federal, 

A la Suprema Corte de Justicia suplico se sirva. 
tener por interpuesto, con fundamento en el artículo. 
86 de la Ley Reglamentaria, y teniéndose por llena- 
dos los requisitos exigidos por el artículo 87 de la 
misma ley, el recurso de revisión contra la senten- 
cla pronunciada el día 9 del actual y notificada el 
día 11, por medio de cédula a la Compañía mi poder- 

-dante, en la cual sentencia el señor Juez de Distrito 


este amparo. Culpable o no el Juez de Jalisco—eso lo precisarán sus- 
Jueces, —nos basta la resolución de la Suprema Corte para ratificar 
Jo que en éste y en el foileto anterior hemos afirmado: la Penn Mex 
Fuel Company ha sido víctima de un complot de litigantes sin escrú.-- 
pulos en connivencia con funcionarios también sin escrúpulos. 


EE A 


Supernumerario en el Estado de Veracruz, decretó 
el sobreseimiento en el amparo que mi poderdante 
promovió contra actos del Juez de Distrito en Túx- 
pam y su Secretario; y también solicito de la Supre- 
ma Corte que, después de admitido ese recurso de re- 
visión por haber sido interpuesto en tiempo y forma, 
se sirva revocar el fallo recurrido y entrar al examen 
de las cuestiones de fondo, declarando en definitiva 
que la Justicia de la Unión ampara y protege a la 
Compañía mi poderdante, contra los actos de que 
especificadamente se quejó en la demanda respectiva. 
Protesto mis respetos. 


México, 15 de mayo de 1925. 
Lic. William Wochatz. 
Lic. Ismael Pizarro Suárez. 


Lic. J. Flores Magón. 
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